            

Honorable Cámara de Diputados

 de la Provincia de Buenos Aires


F U N D A  M E N T O S

En el mes de Octubre de 2006 el Ministerio de Infraestructura Vivienda y Servicios Públicos dictó la Resolución Nº 580/06, vinculada a la reglamentación para la ejecución de las instalaciones eléctricas en inmuebles, y al cumplimiento de condiciones en las mismas.

Dicho acto administrativo, tal como surge de la lectura de su parte resolutiva como de sus considerandos, introduce un enfoque substancialmente diferente al vigente hasta esa fecha, en relación a la atribución de regulación y a la responsabilidad por la seguridad de las instalaciones eléctricas internas.

Es así que dicha resolución hace referencia a la vigencia de la Resolución Nº 560/98, por la que se aprobara la "Reglamentación para la Ejecución de Instalaciones Eléctricas en Inmuebles", cuyo texto omite absolutamente la mención a los Municipios en relación a la temática.

En cambio, la Resolución Nº 580/06, parece estar enfocada casi exclusivamente en explicitar la responsabilidad de los municipios, en todo cuanto tenga que ver con la seguridad, control y responsabilidad en la materia.

Al respecto, expresa entre sus considerandos, que los Municipios "son quienes tienen la atribución exclusiva de regular dentro de sus competencias territoriales las condiciones de construcción de los inmuebles, con el objeto de que los mismos alcancen los valores de seguridad mínimos aceptables para la integridad y el bienestar de los habitantes de cada una de las respectivas jurisdicciones comunales" 

Por otra parte en su articulado define y dispone las condiciones en la que los distribuidores podrán efectivizar el suministro de energía eléctrica a los peticionantes del servicio, y al respecto establece los pasos a seguir, según se trate de municipios que cuenten o no con normas especificas,  referentes a las condiciones de las instalaciones internas de los inmuebles.

En otro orden encomienda a la Dirección Provincial de Energía a promover ante los municipios el  dictado de normas técnicas que permitan un adecuado tratamiento de las instalaciones eléctricas internas de los inmuebles.

Luego de analizar el contenido y la intencionalidad de la resolución mencionada, y sin perjuicio de la intervención que habrían tenido tanto el Organismo de Control de Energía Eléctrica (OCEBA), como la Asesoría General de Gobierno, cabe efectuar algunas reflexiones y consecuentemente requerir las rectificaciones del caso.

En primer lugar, si bien el marco regulatorio establece el ámbito de responsabilidad de los concesionarios, no es menos cierto que un elemental principio de idoneidad y especialización torna adecuado, pertinente y eficaz, establecer la competencia en el control y verificación de las instalación eléctricas, de los concesionarios del servicio de distribución. 

De hecho así lo establece el marco legal vigente, cuando define la estricta competencia y responsabilidad en la materia de los actores del sistema regulado por la ley Nº 11.769 y por los respectivos anexos de los contratos de concesión del servicio eléctrico provincial, (Decreto Reglamentario Nº 1.208/97).

El control técnico y la registración de las obras privadas que efectúan los municipios, se vincula a las condiciones de habitabilidad y estabilidad en general, y por supuesto a la constatación de las mejoras erigidas en los terrenos de propiedad particular, a los efectos de proceder al cobro de los derechos y tasas vigentes en su jurisdicción. En consecuencia la determinación de reglamentos, el control administrativo y físico así como el funcionamiento de las instalaciones de los suministros de servicios públicos, (de gerenciamiento privado o público) debe recaer en las distribuidoras suministradoras de los mismos. Es así en materia de gas natural, servicios sanitarios y televisión.

En particular el modelo vigente en materia de distribución de gas natural, entendemos, es el que resulta atinado para definir el criterio aplicable en el caso que nos ocupa: Un ente regulador, empresas distribuidoras encargadas operar y controlar la red pública, en las que el ente regulador delega la función de control y verificación de las instalaciones, recayendo este en las distribuidoras, las que a su vez exigen y verifican el cumplimiento de las normas aplicables a las instalaciones internas, en los matriculados. Estos deben ser contratados por el propietario del inmueble.

La municipalidad no interviene en el proceso administrativo-técnico. Así debe procederse en el caso del suministro del servicio eléctrico en la provincia. 

En otro orden, la pretensión de reglamentar responsabilidades de los municipios y de fijar obligaciones a estos desde el ámbito de la jurisdicción provincial, no hace mas que agravar la contradicción que deriva de reivindicar por un lado la autonomía municipal, desde el discurso y, progresivamente por el otro, ir delegando (deslindando) responsabilidades y competencias provinciales hacia el ámbito municipal. 

En materia legislativa vemos con frecuencia esta contradicción, siendo profusa la cantidad de iniciativas legislativas, así como de leyes vigentes que atentan en mayor o menor grado con el incompleto nivel de autonomía que gozan hoy los municipios. 

Lo que agrava mas este caso, es que ni siquiera estamos hablando del rango de ley, toda vez que a través de un acto administrativo de menor valía como una resolución ministerial, se pretende imponer competencias, responsabilidades, gastos (sin la contrapartida de recursos) y gestiones a las Municipalidades de nuestra provincia.

Se trata entonces, mas allá de los argumentos jurídicos y técnicos intrínsecos a la materia, de un acto reñido con la elemental vigencia de la pirámide constitucional o jerarquía jurídica de las normas de diferente rango, toda vez que se pretende, a través de un acto administrativo de menor jerarquía imponer repentinas, inconducentes y ajenas obligaciones a las municipalidades, agravando el panorama dominante caracterizado por leyes vigentes, proyectos legislativos y Decretos del Poder Ejecutivo orientados todos a una progresiva transferencia de responsabilidades, inversamente proporcional a la sensible reducción de recursos genuinos que han dejado de percibir los municipios de nuestra provincia.

Sin perjuicio de la valoración expresada respecto del enfoque evidenciado por la Autoridad Competente, resulta oportuno citar como respaldo a lo expresado, los contenidos específicos de la legislación vigentes, a saber:

En el capitulo IV, artículo 7º, se define a los distintos agentes que intervendrán en la actividad eléctrica, siendo los mismos:
a) Los generadores, autogeneradores y cogeneradores

b) Los transportistas

c) Los distribuidores

d) Los grandes consumidores

e) Los comercializadores

Como es evidente no menciona a los municipios entre dichos agentes. 

Mas adelante, en el artículo 15º, expresa:
“Los agentes de la actividad eléctrica y los usuarios están obligados a mantener y operar sus instalaciones y equipos de manera tal que no constituyan peligro alguno para la seguridad pública, y a cumplir con los reglamentos que dicten la Autoridad de Aplicación y el Organismo de Control, en el marco de sus respectivas competencias.

El Organismo de Control procederá periódicamente a la revisión, inspección, a la producción de pruebas a fin de verificar el cumplimiento de estas obligaciones, pudiendo ordenar la suspensión del servicio, la reparación o el reemplazo de instalaciones o equipos, o cualquier otra medida tendiente a proteger la seguridad pública.

Como queda claro, no se menciona tampoco a los Municipios en la relación entre los agentes de la actividad eléctrica y los usuarios.

Mas adelante, en el Artículo 24º se define la figura de los concesionarios municipales. Es aquí donde se hace la primer referencia a los municipios, pero se limita a caracterizar la figura señalada, en la que el rol del Municipio se limita otorgar la concesión del servicio público de distribución.

Ya en el Capítulo Xi, el artículo 51º es bien claro cuando establece como prerrequisito la obtención de la licencia técnica habilitante, para poder operar como transportista y/o distribuidor de electricidad en la provincia de Buenos Aires.

Si bien se trata de una exigencia para personas jurídicas que operen o aspiren a operar como transportistas y/o distribuidoras, como agentes de la actividad eléctrica, queda claro que previo a establecer u asignar responsabilidades de cualquier índole, es necesario, y es lógico que así se establezca, acreditar la exigencia de contar con el personal técnico y profesional y demás recursos, a la hora de intervenir en la tarea de ejecución, prestación, control, etc. De las instalaciones eléctricas, cualquiera sea su escala o potencia.

Finalmente, nos parece atinado expresar, con relación a las competencias definidas en el Decreto Ley 6769/, Orgánica de las Municipalidades, que la establecida por el artículo 27, inc. 24, como inherente a los Municipios, referida a “La construcción, ampliación, reparación y demolición de edificios públicos y privados así como también sus partes accesorias” constituye una previsión general, de control y fiscalización física y tributaria. 

Sin perjuicio de ello vale recordar que dicho apartado, en virtud de la antigüedad de la norma regulatoria del régimen municipal, no contemplaba la existencia de un régimen concesionado de operación del servicio eléctrico provincial.

A partir de este análisis, y considerando imperioso clarificar el enfoque jurídico sobre el particular, movidos no solo por el enfoque crítico respecto del modelo que se pretende implementar, sino por la voluntad de corregir y contribuir constructivamente a dicha claridad ponemos a consideración de los señores Diputados ésta propuesta, solicitando el acompañamiento de esta Honorable Cámara a la presente iniciativa.-

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1º : Los Municipios solo serán responsables en materia de operación, control y/o prestación del servicio eléctrico en la Provincia de Buenos Aires, en los términos los artículos 20, y 24 a 29 (cap. VII de los concesionarios municipales) de la Ley Nº 11769, y la respectiva reglamentación de los mismos.-

Artículo 2º: A los efectos de garantizar la regulación y control de las características técnicas y medidas de seguridad de las instalaciones internas a los domicilios, se adoptará  como modelo de referencia, el implementado en la jurisdicción nacional, para el suministro de gas natural. En particular para la determinación de actores intervinientes,  competencias y responsabilidades, en materia de verificación y control de la seguridad de las instalaciones interiores en los inmuebles de los usuarios del servicio.-

Artículo 3º: Cualquier aspecto que la Autoridad de Aplicación y/o el Organismo de Control especifico considere deba ser reglamentado en materia de requisitos exigibles a las distribuidoras de energía eléctrica para habilitar el suministro eléctrico a los usuarios del servicio,  podrá involucrar a los Municipios, siempre que exista el consentimiento de estos, y que los mismos acrediten contar con las dependencias, equipos y recursos humanos capacitados para asumir dicha tarea.-

Artículo 4º: En aquellos casos en los que los Municipios accedan a colaborar o participar de la tarea de control de las instalaciones, dicha participación deberá instrumentarse mediante convenio rubricado por el Intendente y la Autoridad Provincial competente, convalidado por Ordenanza del respectivo Honorable Concejo Deliberante.-

Artículo 5º: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente, en todos aquellos aspectos que contribuyan a determinar los procedimientos y condiciones a las que deberán ajustarse tanto los Municipios, por una parte, como la Autoridad de Aplicación y el Organismo de Control, Eléctrico en la Provincia de Buenos Aires, a los efectos garantizar el pleno cumplimiento de la presente.
Artículo 6º: Deróguese toda legislación que se oponga a la presente a la presente.-

Artículo 7º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
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